RESOLUCION DE LA DIRECTIVA NACIONAL DE LA VERTIENTE ARTIGUISTA

La Directiva Nacional de la Vertiente Artiguista, reunida en forma extraordinaria para considerar el Informe del Tribunal Arbitral de la organización respecto de la situación del compañero Mario Areán, resuelve:

PRIMERO: Hacer suyas las conclusiones de dicho Informe, entre las cuales el punto Quinto establece: “No habiendo registrado hechos delictivos, faltas funcionales ni acciones contrarias a la ética en su actuación funcional, el Tribunal concluye en que no corresponde emitir un juicio negativo respecto de la conducta política del compañero Mario Areán, aún considerando la más amplia acepción de la antedicha expresión”

SEGUNDO: Dar al Informe y sus conclusiones la más amplia difusión

TERCERO: Encomendar al Tribunal Arbitral de la Vertiente Artiguista se ponga en contacto con el Tribunal de Conducta Política del Frente Amplio a fin de ofrecerle la colaboración pertinente en la tarea que aquél desarrolla.

Aprobada por consenso

Montevideo, 17 de marzo de 2003

TRIBUNAL ARBITRAL

DE LA VERTIENTE ARTIGUISTA

Asunto: Mario Areán

Montevideo, 17 de marzo de 2003

Capítulo I: Antecedentes 

1. El 20 de diciembre de 2002, el Semanario Brecha publicó una nota firmada por el señor Sergio Israel bajo el título “Izquierda y poder - La cuestionada gestión del secretario privado del intendente”. Dicha nota contenía un conjunto de imputaciones de corrupción contra el compañero Mario Areán, integrante de la secretaría particular del Intendente Municipal de Montevideo, compañero Mariano Arana.

2. A raíz de dicha publicación, la Vertiente Artiguista, en cumplimiento de los artículos 30 y 40 a 43 de sus Estatutos, resolvió pasar los antecedentes al Tribunal Arbitral de la organización. La resolución, de fecha 23 de diciembre de 2002, establece textualmente:

1. “Pasar todos los referidos elementos al Tribunal Arbitral de la Vertiente Artiguista, dándole todo el respaldo que requiere para su actuación.

2. Ratificar la actuación de la delegación de la Vertiente Artiguista en la Mesa Política del Frente Amplio al proponer y habilitar –de acuerdo al Compromiso Político del 9 de febrero de 1972- la actuación en el tema del Tribunal de Conducta Política del Frente Amplio, en base a los principios políticos expuestos.

3. Exhortar a cualquier ciudadano, periodista o no, que disponga de información pertinente al tema, a presentarla a cualquiera de los dos tribunales de conducta actuantes (del Frente Amplio y de la Vertiente Artiguista).”

3. El Tribunal Arbitral en funciones, fue designado en la Asamblea Nacional de la Vertiente Artiguista de fecha 16 de diciembre de 2001 y está integrado por los siguientes compañeros: Dr Daoiz Uriarte, Dr Germán Lezama, Dr Felipe Goiriena, Sr Héctor Díaz, Dr Carlos Abin.

4. El Tribunal Arbitral comenzó su trabajo el 24 de diciembre de 2002, garantizándose a través del Senador Enrique Rubio, Presidente de la Vertiente Artiguista, el respaldo necesario para su gestión y las más amplias facultades en la indagatoria.

5. Su primera tarea consistió en redactar un Reglamento para regular sus actuaciones y otorgar a la o las personas involucradas las garantías del debido proceso y el ejercicio del derecho de defensa. El Reglamento quedó redactado el 31 de diciembre de 2002, fue aprobado por unanimidad el 5 de enero de 2003 y remitido a la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista a sus efectos.

6. El Tribunal Arbitral comenzó formalmente sus sesiones el 5 de enero de 2003, y definió en su primera reunión los siguientes puntos:

a) Sus sesiones tendrían carácter reservado y se otorgaría garantía de reserva a todas las personas que comparecieran a prestar declaración o suministraran información, datos o documentos.

b) No se aceptarían indicaciones, presiones ni sugerencias de personas ajenas al Tribunal, cualquiera fuere su cargo, posición o filiación política.

c) El Tribunal llevaría la investigación hasta sus últimas consecuencias, sin detener, desviar o condicionar su actuación por razones políticas o de cualquier otra índole.

d) Funcionaría preferentemente fuera del ámbito del local partidario de la Vertiente Artiguista.

e) Los integrantes del Tribunal que a la vez revisten la calidad de miembros de la Dirección Nacional se abstendrían de participar de las discusiones o intercambios que se realizaran en ésta en relación al asunto que es objeto de esta actuación.

f) Excepto una primera comunicación de carácter general –que el Tribunal acordó y redactó en la misma sesión, y luego entregó a distintos medios de prensa- durante el curso de su actuación, ante los requerimientos periodísticos que sus integrantes pudieran recibir, éstos informarían simplemente que el cuerpo “se encuentra trabajando”.

g) Estableció que no se distribuirían cargos entre sus miembros, gozando los cinco de idéntica jerarquía.

h) Estableció un plazo para su labor y fijó una fecha límite para la recepción de datos, denuncias y elementos probatorios, en el entendido que el asunto reclamaba una investigación profunda y a la vez rápida. Profundidad para asegurar la objetividad y exhaustividad de la indagatoria, y velocidad para contribuir a evitar daños políticos y padecimientos innecesarios a los involucrados. 

i) Demarcó el objeto de su investigación en la forma que se indica en el Capítulo siguiente.

Capítulo II: Objeto de la investigación 

7. El Tribunal entendió que el objeto de la actuación cuyos antecedentes le fueran remitidos por disposición de la Mesa Ejecutiva de la Vertiente Artiguista era el de examinar la conducta política del compañero Mario Areán, sobre la base de las denuncias publicadas en el Semanario Brecha, y de cualquier otro hecho, acto o circunstancia que le fuera informada o denunciada en el transcurso de sus deliberaciones.

El objeto antedicho fue ampliado a medida que se producían nuevas publicaciones en la prensa, en particular los elementos de denuncia contenidos en las ediciones del Semanario Brecha de los días 27 de diciembre de 2002, 3, 10, 17, 24 y 31 de enero de 2003, así como otras publicaciones que vieron la luz durante ese período.

8. Asimismo, el Tribunal entendió que estaban fuera del ámbito de sus competencias los siguientes elementos:

a) Examinar la decisión del señor Intendente Municipal de Montevideo de mantener en el cargo al imputado y no aceptar su renuncia

b) Examinar la conveniencia o no de que el compañero Mario Areán permaneciera en su cargo

c) Examinar la legalidad, oportunidad o conveniencia de que el imputado fuera sometido a sumario en la Intendencia Municipal de Montevideo. 

d) Examinar la personalidad, el “estilo” o el trato del denunciado

e) Examinar su actividad privada, fuera del ámbito del ejercicio de sus funciones, salvo en cuanto esta pudiera relacionarse con su conducta funcional

f) Otorgar o dejar de otorgar respaldo a cualquier actor político o a cualquier jerarca municipal.

Capítulo III: Método de trabajo

9. Para analizar la conducta política del compañero Mario Areán, el Tribunal debía realizar una investigación a fin de corroborar la veracidad de las denuncias y reunir los elementos de prueba o de convicción moral que habilitaran la emisión de un fallo justo y fundado. A tales efectos se consideró necesario:

a) Invitar a declarar a todas las personas que fuera posible ubicar y aceptaran comparecer. Estas personas serían las que resultaban aludidas de manera relevante en las denuncias publicadas, así como todas aquellas que se entendiera podrían suministrar información o datos, las que fueran aludidas en las deposiciones de los declarantes y las que se ofrecieran a prestar testimonio en forma espontánea. Como criterio general se dispuso que las entrevistas serían grabadas en audio, recabándose previamente el consentimiento de los declarantes.

b) Convocar al periodista firmante de las notas de Brecha para que, con la reserva debida de sus fuentes y demás elementos protegidos por el secreto de su profesión y las normas éticas que regulan el ejercicio de ésta, proporcionare los elementos complementarios que pudieran existir en su conocimiento

c) Procurar el acceso a los documentos y expedientes que fuere menester, en función de los objetivos de la investigación y el curso que ésta adoptara.

d) Cursar nota a la Mesa Política del Frente Amplio, solicitando a todos los grupos que integran esa fuerza política y a las bases, que se sirvieran proporcionar al cuerpo los datos, documentos y demás informaciones que ellas o sus integrantes pudieran tener en su poder en relación al indagado y a las denuncias periodísticas en consideración.

e) Realizar un llamado dirigido al público en general, solicitando información, datos o nuevos elementos de denuncia, también en relación al indagado y a las denuncias periodísticas en consideración.

f) Solicitar al denunciado información completa acerca de su patrimonio y el de sus familiares directos, incluyendo información histórica correspondiente a los 10 últimos años. 

10. Como elemento complementario, el Tribunal recopiló, analizó y clasificó a lo largo de su labor, la información de prensa disponible, especialmente la que pudo obtenerse en los diarios “El Observador”, “El País”, y “La República”, así como en el Semanario “Brecha” y en el sitio web de la radio “El Espectador”.

Capítulo IV: La indagatoria

11. Con fecha 7 de enero de 2003, el Tribunal cursó sendas notas a la Mesa Política del Frente Amplio y a la Corriente de Izquierda requiriendo el suministro de datos e informaciones útiles a los efectos de la investigación. Se resolvió remitir una nota especial a la Corriente de Izquierda al tomar conocimiento de las expresiones públicas de diversos integrantes de este agrupamiento en el sentido de que contaban con importantes elementos de prueba en relación al caso en estudio.

12. Comparecencia del indagado

a) Con fecha 9 de enero de 2003 compareció el compañero Mario Areán, notificándose del comienzo de los procedimientos y constituyendo domicilio. 

b) El indagado suministró al Tribunal sus datos personales, incluido domicilio real, teléfono y dirección de correo electrónico.

c) Le fue entregada una copia del Reglamento del Tribunal y se le solicitó proporcionara la información patrimonial a que se hizo referencia en el literal f) del numeral 9. En particular, y en referencia al activo, se le solicitó que informara acerca de los bienes inmuebles y muebles valiosos de su propiedad o de propiedad de sus familiares directos, y acerca de la participación de éstos o suya personal en sociedades comerciales nacionales o extranjeras como socio, accionista o director. En cada caso se estableció el significado de las expresiones utilizadas en la referencia a cada tipo de bienes y se indicó que debía incluirse su valor verificable o estimado.

d) Se fijó un plazo para que el imputado recusara por razones fundadas a cualquiera de los integrantes del cuerpo. El plazo venció sin que el Sr Areán presentara ninguna observación o recusación.

13. La Mesa Política del Frente Amplio dio entrada oportunamente a la nota del 7 de enero de 2003. 

14. En comunicación telefónica mantenida el 27 de enero por el Dr. Carlos Abin con el compañero Jorge Crocce, dirigente de la Corriente de Izquierda, éste expresó que se estaba preparando un expediente que sería entregado al Tribunal de Conducta Política del Frente Amplio. Se estudiaría la posibilidad de entregar una copia al Tribunal Arbitral de la Vertiente Artiguista.

15. Se gestionó ante el Director del Semanario Brecha la comparecencia del periodista Sr Sergio Israel, la que finalmente fue resuelta en forma negativa, tanto por el Sr Israel como por el Consejo Editor del Semanario, según consta en las  ediciones del 27 de diciembre de 2002 y del 31 de enero de 2003.

16. No habiendo recibido datos o informaciones procedentes de los sectores o las bases integrantes del Frente Amplio, se reiteró la nota-solicitud a la Mesa Política con fecha 14 de febrero de 2003.

17. Idéntico procedimiento se llevó a cabo con la Corriente de Izquierda, en la misma fecha.

18. En una nueva comunicación telefónica entre el Dr Abin y el compañero Jorge Crocce, éste expresó que los elementos resultantes del expediente que preparaba la Corriente de Izquierda eran de carácter “político, no jurídico” y que en consecuencia se había resuelto entregarlos exclusivamente al Tribunal de Conducta Política del Frente Amplio.

19. El 11 de febrero se remitió nota al Semanario Brecha y al Sr Sergio Israel a fin de que proporcionaran dos datos concretos (un número telefónico y el nombre del propietario de un inmueble). El Sr Sergio Israel se comunicó con el Dr Abin al día siguiente, haciéndole saber que no podía entregarle los datos solicitados.

20. El 14 de febrero de 2003 se publicó un remitido en el semanario Brecha, y en los diarios “El Observador” y “La República”, solicitando al público en general el suministro de elementos probatorios, denuncias, datos e informaciones relativos al caso en estudio. En la publicación se estableció un número telefónico para establecer contacto, una dirección postal y un correo electrónico, todos ellos a disposición de los interesados a partir de la fecha de la publicación.

21. Al vencimiento del plazo establecido por el Tribunal (28 de febrero de 2003) los resultados de estas actuaciones pueden resumirse así:

a) Negativa del Sr. Sergio Israel y del Semanario Brecha a la comparecencia del periodista ante el Tribunal y a proporcionar dos datos concretos que le fueron requeridos. Es necesario dejar constancia que el Tribunal ha entendido que tanto el semanario como el periodista tienen derecho indiscutible a adoptar la actitud referida.

b) Negativa de la Corriente de Izquierda a proporcionar copia del expediente que ese agrupamiento ha preparado, el que sólo será entregado al Tribunal de Conducta Política del Frente Amplio por decisión de aquella organización que también se entiende plenamente legítima.

c) No se recibió ningún dato proveniente de los restantes sectores políticos del Frente Amplio, ni de los integrantes de las bases.

d) No se recibió ninguna llamada telefónica para establecer contacto a través del número indicado en el remitido de prensa. 

e) No se recibió ningún documento o elemento probatorio o de denuncia en la dirección postal indicada en el remitido de prensa.

f) En la dirección de correo electrónico establecida en el mismo remitido, se recibieron cuatro mensajes. Dos de ellos simplemente contenían virus. El tercero hacía referencia a una persona vinculada a la actividad privada del compañero Mario Areán, que podría revistar al mismo tiempo como funcionario municipal. Se obtuvieron los números de cédula de identidad de ambas personas, verificándose que eran distintas y que se trataba entonces de un caso de homonimia parcial, en que coincidían el primer nombre y el primer apellido. El cuarto correo electrónico aludía a un hecho que se verificó carece de toda relación con el indagado.
g) Se recibió la declaración de todas las personas que solicitaron voluntariamente comparecer ante el Tribunal. Ninguna de ellas utilizó el teléfono establecido en el remitido de prensa, tomando contacto en forma directa con alguno de los integrantes del Tribunal, ofreciéndose para deponer.

h) Se recibió las declaraciones de un total de 27 personas, además de Mario Areán, incluidas las referidas en el literal anterior. Todas las invitadas respondieron afirmativamente a la convocatoria y comparecieron a prestar declaración; todos los deponentes aceptaron que sus declaraciones fueran grabadas; todas las declaraciones fueron grabadas, salvo los casos que se indicarán, en que ello no fue posible debido a ausencia de grabador. En estas situaciones se redactó un acta sustitutiva. A continuación se indican los nombres de los deponentes, la fecha en que declararon y el registro realizado de la entrevista. En los casos en que debió prepararse un acta, se indica el nombre del miembro del Tribunal a cuyo cargo quedó la redacción de la misma: 

1. Arqº Mariano Arana 15/01 
- compareció / grabación 


Intendente Municipal de Montevideo

2. Ariel Casco 01/02 


– compareció / acta (redactada por Dr Uriarte)


Integrante de la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista

3. Alejandro Zavala 01/02 

– compareció / acta (redactada por Dr Uriarte)


Integrante de la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista

4. Adriana Sosa 03/02 

- compareció / grabación


Encargada de gestión del Complejo Bahía

5. Dra María Julia Muñoz 03/02 
- compareció / grabación


Secretaria General de la Intendencia Municipal de Montevideo

6. Dr Jorge Vidal - 11/02 
– visita / (acta  redactada por Dr Abin)


Director del SEMM

7. Rodolfo Apardian 11/02 

- compareció / grabación


Empresario

8. Peter Coates 11/02 


- compareció / grabación

Director del Servicio de Prensa y Comunicación de la IMM, ex integrante de la secretaría particular del Intendente Municipal de Montevideo

9. María Díaz de Achugar 11/02 
- compareció / grabación

Integrante de la secretaría particular del Intendente 

10. Julia Otero 13/02 


- compareció / grabación


Integrante de la secretaría particular del Intendente 

11. Washington Delgado 13/02 
- compareció / grabación


Militante Frenteamplista

12. Cr. Juan Carlos Bengoa 14/02 
- compareció / grabación


Director de la División Promoción Económica de la IMM

13. Alberto Rosselli 14/02 

- compareció / grabación

Director del Departamento de Desarrollo Económico e Integración Regional de la IMM

14. Dr José Bayardi 14/02 

- compareció / grabación

Diputado, ex presidente de la Vertiente Artiguista, miembro de la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista

15. Dip. Margarita Percovich 17/02  
- compareció / grabación


Diputado, miembro de la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista

16. Senador Enrique Rubio 17/02 
- compareció / grabación


Senador, Presidente de la Vertiente Artiguista

17. Ing. Alfonso Carriquiry 17/02 
- compareció / grabación

Director de la Unidad Montevideo Rural de la IMM, Secretario de la Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural

18. Cra Elsa Samacoitz 17/02 
– compareció / (acta redactada por Dr Abin)


Ex Directora de la División de Administración Fiscal de la IMM

19. Dr. Héctor Lescano 19/02 
- compareció / grabación

Presidente de la Comisión Integrada de Programa del Encuentro Progresista- Frente Amplio

20. Cr. Enrique Cabrera 19/02 
- compareció / grabación


Director de la División Ejecución Presupuestal de la IMM

21. Arqº Salvador Schelotto 26/02 
- compareció / grabación

Decano de la Facultad de Arquitectura, asesor técnico del Intendente Municipal de Montevideo

22. Pablo Buonomo 26/02 

- compareció / grabación

Prosecretario General de la IMM y ex Director de la Comisión de Educación Física, Deportes y Recreación de la IMM

23. Gerónimo Cardozo 26/02 
- compareció / grabación


Militante Frenteamplista. Ex Director municipal

24. Senador Alberto Couriel 

- compareció / grabación


Senador, miembro de la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista

25. Senador José Mujica
- entrevista en su despacho, acta redactada por el Dr Abin)

       Senador, dirigente del Movimiento de Participación Popular

26. Dr Alberto Zumarán
- entrevista telefónica, acta redactada por el Dr Abin

Dirigente Político. Ex Presidente de la Comisión Especial Permanente de Montevideo Rural de la IMM

27. Dr Tabaré Vázquez
- cuestionario enviado por correo electrónico y respondido en la misma forma a través de su secretaría política (Cro. Fabricio Siniscalchi)

      Presidente del Frente Amplio.

28. Mario Areán 12/03/03
- compareció / grabación

Se intentó entrevistar a los señores

· Patricio Rodé, ex Director de la Unidad Central de Planificación de la IMM. Se encuentra ausente por viaje al exterior, retornado a principios de abril

· Pablo Boselli. Empresario, ausente del país

· Arturo Serra Córdova. Empresario, ausente del país

· María Serra Córdova, empresaria, expresó telefónicamente no tener ninguna información que aportar, remitiéndose a lo que pudiera declarar Arturo Serra Córdova.

Se descartaron las entrevistas a los señores

· Ernesto Laguardia, Juan Salgado y José Tudurí, en razón de haberse obtenido y estudiado las actas de sus declaraciones ante el P. Judicial en el expediente de la denuncia penal formulada contra el periodista Sergio Israel por el compañero Mario Areán, que hacían innecesaria la reiteración de los cuestionarios.

· Ernesto de los Campos, Director de Descentralización de la IMM y primer suplente del Intendente Municipal de Montevideo, y Alberto Ortega, Director de la Unidad Central de Planificación de la IMM, ambos por razones de salud.

i) Se examinaron los documentos obtenidos por el Tribunal en relación a los casos denunciados que, en general, consisten en fotocopias de expedientes y resoluciones de la Intendencia Municipal de Montevideo, así como documentos suministrados por los declarantes.

22. El día 12 de marzo de 2003 compareció nuevamente el compañero Mario Areán. Fue invitado a concurrir asistido de su abogado Dr Carlos Freira. Areán compareció sin asistencia letrada por su propia decisión, y en esa entrevista se le realizaron las preguntas aclaratorias finales que el Tribunal estimó necesario formular con todos los datos de la investigación ya en su poder. También le fueron requeridos algunos datos complementarios respecto de su situación patrimonial. Las declaraciones del indagado quedaron registradas en una grabación de audio, consentida por el declarante.

Capítulo V: Examen de las denuncias 

A) Consideraciones Generales

23. Mario Areán se desempeña como integrante de la secretaría particular del Intendente Municipal de Montevideo. Las funciones propias de su cargo son las de llevar la agenda del Arqº Arana, conjuntamente con las otras dos integrantes de la secretaría, señoras María Díaz de Achugar y Julia Otero. También se desempeña ocasionalmente como chofer del mandatario municipal. Siguiendo las órdenes del Sr Intendente, se ocupa de averiguar el estado de los asuntos, trámites y expedientes que aquél le requiere. Recibe a las personas que el Arqº Arana le indica y aquellas que distintos actores le solicitan atienda, dando cuenta a su superior. 

24. Entre las competencias del señor Areán no figuran las de realizar actuaciones en trámites y expedientes, no tiene facultades para dictar resoluciones ni autoridad propia para dar órdenes a jerarcas o empleados municipales. A solicitud de su superior puede transmitir criterios y pedidos. No puede intervenir en ningún expediente, ni maneja en general expedientes de ningún tipo, situación que comparte con los restantes miembros de la secretaría particular del Intendente. 

25. Desde el inicio de su labor como secretario particular del Jefe Comunal, el señor Areán ha llevado a cabo algunos emprendimientos comerciales en interés personal, ajenos a su trabajo en el ámbito municipal. 

B) Situación Patrimonial del indagado

26. Del examen de su estado patrimonial no surgen hechos significativos a subrayar, indicándose a continuación las resultancias del mismo:

a) Es actualmente propietario de un apartamento ubicado en Mercedes 1466, unidad 401 padrón Nº 651/401, con una superficie de 120 metros cuadrados, con garage padrón 651/55/101, cuya superficie es, a su vez, de 38 metros 72 decímetros cuadrados. 

b) Mario Areán adquirió dicho inmueble el 3 de octubre de 2000, hipotecándolo simultáneamente a favor de Banco de Boston en garantía de un crédito por la suma de U$S 50.000 a 5 años de plazo, el precio total de la compraventa fue de U$S 78.000

c) El saldo actual de la hipoteca es del orden de U$S 43.000 a 44.000 que adeuda y debe pagar en mensualidades. Se encuentra actualmente tramitando la refinanciación de esta deuda. 

d) También es propietario de un vehículo Nissan Sunny modelo 1990, todavía no hizo la transferencia. Su valor es de U$S 3.000, adeudando U$S 1.000.

e) El interesado avalúa estos bienes, que según su declaración jurada serían los únicos integrantes de su activo, de la siguiente manera:

· Apartamento padrón 651/402 U$S 55.000, estimación que realiza en función de la depreciación notoria de los inmuebles luego de la devaluación

· Automóvil U$S 3.000, es el precio que pagó hace un mes

· Participación societaria del 22% en Paralux SA (Complejo Bahía), cuyo valor es negativo al presente en razón del fracaso del emprendimiento comercial.

27. Mario Areán tiene un pasivo personal de U$S 90.000 aproximadamente correspondientes al saldo ya referido de la hipoteca del padrón aludido y deudas comerciales relacionados con el Complejo Bahía.

28. Está casado en segundas nupcias con Ana Olmedo de profesión Ingeniera de Sistemas quien se desempeña como Coordinadora de Educación en la Universidad ORT percibiendo un sueldo líquido mensual aproximado a $ 45.000

29. El núcleo familiar se compone además de las dos hijas y la madre del indagado. Sirve una pensión del 20% de sus ingresos líquidos a su hijo Martín, de 15 años de edad, nacido de su primer matrimonio. 

30. Los ingresos estimados del núcleo familiar en consecuencia son los siguientes:


Sueldo líquido del imputado en la IMM $ 29.000


Ingresos de su esposa, $ 45.000 

31. Según declaración jurada del interesado no existen otros bienes ni deudas a nombre de sus familiares directos.

32. Las declaraciones de los testigos Julia Otero, Salvador Schelotto, Peter Coates, José Bayardi, Alberto Rosselli y María Julia Muñoz coinciden en afirmar que se trata de una persona cuyo estilo de vida parece acorde  a los ingresos que percibe el núcleo familiar que integra.

33. Las deudas originadas en el funcionamiento del “Complejo Bahía” están a nombre de “Paralux SA”, empresa en la que le corresponde un 22% del capital accionario. El imputado reconoce su responsabilidad personal –aclara que no jurídica- en las mismas, que han sido asumidas por la empresa negociándose con los acreedores en el Concordato Preventivo Judicial que se tramita ante el Juzgado Letrado de Concursos de 1º Turno, ficha 112/2002 

C) Indagatoria en el ámbito político

34. Comentarios de altos dirigentes de la Vertiente Artiguista. Fueron entrevistados los diputados Margarita Percovich y José Bayardi, así como los senadores Alberto Couriel y Enrique Rubio y el Intendente Municipal de Montevideo.

a) Margarita Percovich afirma haber recibido algunos comentarios y denuncias, que nunca provenían de las personas directa o supuestamente involucradas sino de terceros y sin el suministro de elementos de prueba. En todos los casos puso los hechos en conocimiento de la Secretaria General, Dra. María Julia Muñoz. Nunca recibió información acerca de que cualquiera de dichas denuncias hubiera sido confirmada. 

b) José Bayardi afirma haber recibido comentarios y denuncias en términos similares a los indicados por la anterior declarante. Investigó los hechos en forma personal, incluso recurriendo a los respectivos expedientes municipales. Nunca pudo verificar la veracidad de los hechos denunciados.

c) Enrique Rubio solamente recibió información respecto de las llamadas telefónicas registradas en el teléfono del señor Ernesto Laguardia debido a la indagatoria realizada en la Comisión Investigadora Parlamentaria del proceso licitatorio de la Playa de Contenedores del Puerto de Montevideo, en tiempos en que éste se desempeñaba como secretario del Dr Julio María Sanguinetti. Se le explicó por parte de Mario Areán que dichas conversaciones eran totalmente normales en el ámbito de relacionamiento protocolar entre ambas autoridades. Esta versión coincide con lo expresado por Ernesto Laguardia en sus declaraciones en sede penal.

d) Alberto Couriel  expresa que habló varias veces de la situación de Areán con la Dra María Julia Muñoz, por lo general a iniciativa de ésta, preocupada por los rumores que se habían difundido. Una vez recibió a dos personas (cuyos datos suministra, así como la fecha de la entrevista mantenida en su despacho del Senado) que le solicitaron les consiguiera una entrevista con Areán para tratar un asunto relacionado con una deuda tributaria con la IMM, correspondiente a una empresa de su propiedad. Se negó a realizar la gestión y puso en contacto al solicitante con el Cr. Alfredo Asti, Director de Recursos Financieros, a quién le correspondía competencia en el asunto, no habiendo recibido nuevas informaciones acerca del mismo. 

e) El arquitecto Mariano Arana ratifica lo declarado ante la prensa en el sentido de que nunca recibió personalmente comentarios o denuncias relativos a hechos, actos o actitudes de su secretario particular que resultaren violatorias de la ética o de sus deberes funcionales.

35. Empresarios que se habrían negado a pagar una coima y habrían hablado con el Dr Tabaré Vázquez a comienzos del año 2002. 

El Dr Vázquez responde por correo electrónico a través de su secretario político compañero. Fabrizio Siniscalchi que esta información es falsa.

36. Denuncia del constructor Sr Burone ante el Dr Tabaré Vázquez en relación a 6 cheques sin provisión de fondos.

El Dr Tabaré Vázquez manifiesta, por la misma vía, que recibió la denuncia y se limitó a transferirla al ámbito que consideraba competente –la Mesa Política del Frente Amplio- a fin de que esta determinara lo que entendiera necesario. Niega haberse reservado “varios elementos de juicio más” componentes de la denuncia o relacionados con ésta, como sugiere el periodista Israel en su nota del 24 de enero de 2003.

37. Intervención del Dr Tabaré Vázquez en el caso de la empresa “BIMSA”.  

El Presidente del Frente Amplio aclara que no encomendó al Presidente de la Comisión Integrada de Programa del EPFA, Dr Héctor Lescano la investigación del caso. Encargó a Lescano que atendiera a los interesados, lo que fue cumplido, no habiéndose confirmado luego ninguno de los elementos de la denuncia. El Dr Lescano confirmó ambos extremos en su comparecencia ante el Tribunal.

38. Nota de la Senadora Doctora Mónica Xavier
La citada Senadora, integrante de la bancada del Partido Socialista, remitió al Tribunal una nota fechada el  5 de febrero de 2003, en la que expresa que considera su deber señalar:

“a) Que he tenido relación comercial con el Cro. Areán

  b) Que no realicé acusación de ninguna naturaleza con respecto al citado compañero, ni por estafa, ni por actuación deshonesta y que tampoco he realizado ningún tipo de denuncia penal, civil o administrativa contra el mismo”

D) Indagatoria en el ámbito municipal

39. Doce de las personas entrevistadas se desempeñan o se han desempeñado en diversas funciones y jerarquías en la IMM: Mariano Arana, María Julia Muñoz, Peter Coates, Julia Otero, María Díaz de Achugar, Elsa Samacoitz, Enrique Cabrera, Juan Carlos Bengoa, Salvador Schelotto, Alfonso Carriquiry, Pablo Buonomo y Alberto Rosselli. De sus testimonios resultan las siguientes conclusiones:

a) No se registra ninguna declaración que haga referencia a faltas éticas, administrativas, funcionales o de cualquier naturaleza en el desempeño del indagado como integrante de la secretaría particular del Intendente

b) Se registra la participación de Mario Areán en varias situaciones en que interviene –en principio y hasta donde ha sido posible determinarlo- en el ejercicio normal de su trabajo y siguiendo órdenes de su jerarca, el Arqº Arana

c) Se descartó la participación directa o indirecta de Mario Areán en varios de los hechos denunciados por las publicaciones periodísticas, donde quedó en claro que no tuvo ninguna relación. Estos extremos se vieron confirmados en algunos casos por declaraciones de terceros ajenos al elenco municipal.

40. Los jerarcas Arana, Muñoz, Buonomo, Coates y Rosselli, y los otros integrantes de la secretaría particular del Intendente –Díaz de Achugar y Otero- descartaron como materialmente imposible cualquier acción del imputado orientada a obtener resultados desviados en la gestión municipal, asignación a terceros de beneficios indebidos, exoneración de tributos o multas, adjudicación de concesiones o licitaciones. 

41.  Ratificando lo expresado en el numeral anterior, los entrevistados señalaron: 

a) Mario Areán no tiene facultades para intervenir en ningún expediente, ni maneja habitualmente expedientes. No puede firmar dictámenes ni resoluciones, no participa en la gestión o impulso administrativo de ningún asunto. 

b) No tiene facultades para dar órdenes. A veces transmite las que le indica el Intendente. 

c) Se ha interesado en el trámite de expedientes, en la demora de alguna gestión y en urgir la resolución de algunos asuntos. Se entiende –y en general se ha podido corroborar que así es- que lo hace por encargo o comisión del Arqº Arana o con su conocimiento y autorización

d) Se estima generalmente imposible que una persona en su posición funcional, sin facultades ni autoridad propia pueda determinar una resolución o el contenido de un dictamen. Para ello debería forzar la opinión o la voluntad de los técnicos, los asesores o los jerarcas intervinientes en el caso según la naturaleza de éste, y en última instancia la de la Secretaria General o la del propio Jefe Comunal.

42. Los declarantes integrantes de los cuadros funcionales de la IMM descartan como inverosímil la versión periodística que alude a jerarcas y directores atemorizados ante Mario Areán.

E) Examen de los casos y situaciones denunciados

43. En este capítulo el Tribunal se limitará a realizar un análisis general de las denuncias examinadas, única forma de mantener la reserva  comprometida ante los distintos testigos. Este análisis se basa en las declaraciones, documentos y averiguaciones realizadas, cuyo detalle se desarrolla por separado y se pondrá a disposición de la Dirección Nacional de la Vertiente Artiguista, también bajo obligación de reserva.

44. Las diversas situaciones de imputación de corrupción divulgadas por la prensa responde a la siguiente tipología:

a) Intervenciones indebidas en la adopción de decisiones municipales (adjudicación de concesiones, licitaciones, exoneraciones tributarias o de multas, elusión de limitaciones derivadas de la normativa vigente)

b) Intervenciones indebidas para determinar la no autorización de determinadas obras o emprendimientos

c) Aprovechamiento de la posición funcional para obtener beneficios personales o privados para sí o para terceros

d) Realización de actividades privadas en cuyo ámbito se habrían comprobado ventajas indebidas en la obtención de autorizaciones municipales, infracciones de disposiciones en materia de asistencia de menores a sitios nocturnos, consumo de drogas etc, eludiendo o evitando el contralor de los servicios inspectivos de la IMM y perjudicando a proveedores del sector privado

e) Situación patrimonial imposible de explicar en función de sus ingresos

45. Este Tribunal ha empleado la regla de la sana crítica como método de valoración de las pruebas, concepto establecido en los principios generales del derecho y en los textos de derecho positivo nacional. Para Couture, la sana crítica es la “calificación atribuida a las reglas que rigen los juicios de valor emitidos por el entendimiento humano en procura de su verdad, por apoyarse en proposiciones lógicas correctas y fundarse en observaciones de experiencia confirmadas por la realidad”. (Vocabulario Jurídico página. 532, Ediciones Depalma 1983). 
En su amplia investigación, el Tribunal no halló ningún elemento concreto que permitiera corroborar alguno de estos puntos. Los testimonios más fuertemente críticos de la conducta del indagado sólo aluden a rumores, comentarios y opiniones de terceros, generalmente no identificados. Los que sí fueron identificados no pudieron confirmar las denuncias en forma concreta, remitiéndose a su vez a rumores, afirmaciones y comentarios “oídos” o “sabidos”. No pudo hallarse un solo documento, expediente, testimonio inequívoco o situación concreta y probada que permitiera confirmar los hechos denunciados o generar una convicción moral razonable de la certidumbre o la exactitud de los mismos.

46. Solamente uno de los testimonios refiere a un hecho concreto protagonizado por el declarante y por lo tanto conocido directamente, sin intermediarios. El mismo se refiere a una situación suscitada con la reparación de un automóvil de propiedad del deponente, que data de casi 20 años atrás. En ese momento el indagado no desempeñaba ninguna función pública.

47. Como ya se ha expresado anteriormente se recibieron testimonios concretos y nítidos, provenientes de personas directamente participantes en algunos de los hechos atribuidos al indagado respecto de los cuales se le imputaban prácticas corruptas. Dichos testimonios desmintieron categóricamente las denuncias periodísticas.

48. Respecto de las situaciones referidas en los literales a), b) y c) del numeral 44. no sólo no pudo reunirse pruebas concretas de ninguna especie, sino que además, los hechos atribuidos al imputado fueron considerados materialmente imposibles por parte de los declarantes, en especial quienes revistan en los cuadros funcionales de la administración municipal

49. Existieron declaraciones muy explícitas de parte de la testigo Adriana Sosa, a quien cupo una participación directa en uno de los emprendimientos privados del indagado. Las mismas no agregaron ningún elemento nuevo respecto de lo publicado en el Semanario Brecha. Para la valoración de su testimonio el Tribunal entendió: 

a) La declarante está comprendida en “las generales de la ley” en cuanto mantiene un diferendo con la empresa Paralux SA que ya superó la etapa conciliatoria y dará lugar –así se indicó al Tribunal- a una demanda judicial 

b) La declarante resultó perjudicada en su actividad profesional

c) No existen elementos firmes para atribuir la responsabilidad de las situaciones señaladas por esta testigo a Mario Areán en forma personal y directa

d) Varias de dichas situaciones fueron expresa y claramente contradichas por otros testigos 

Se deja constancia de que en este caso se identifica a la declarante por tratarse de una persona que asumió públicamente en forma voluntaria la autoría de sus denuncias.

50. La actividad privada de Mario Areán no es en principio objeto de esta investigación. Sin embargo, y habida cuenta de que las denuncias en estudio contienen numerosos elementos relacionados con aquéllas, el Tribunal estima necesario formular algunas precisiones y establecer algunos criterios.

51. Ellos son:

a) Como criterio general, el Tribunal entiende que no es aconsejable o conveniente emprender actividades que por su naturaleza y características requieran autorizaciones, relaciones efectivas, sujeción a inspecciones o vínculos de cualquier naturaleza, con la repartición en la que el funcionario de que se trate presta servicios. En el caso sub examen, esta situación se configura en relación al Complejo Bahía donde, examinados los antecedentes y analizados los testimonios vertidos se descartó la existencia de inconducta funcional o aprovechamiento ilícito de su posición en la administración municipal por parte del imputado.

b) Otro aspecto de la actividad privada que no se debe soslayar se relaciona con el cumplimiento de las normas en vigor en las distintas materias que aquella impacta. El Tribunal entiende, también como criterio general, que los funcionarios públicos en general y en especial aquellos con responsabilidades políticas o exposición pública deben ser particularmente rigurosos en el cumplimiento de las disposiciones que regulan sus actividades privadas. En el caso concreto y en relación al Complejo Bahía no fue posible determinar fehacientemente la existencia de las infracciones denunciadas en materia de menores. Quedan dudas acerca del cumplimiento adecuado de las obligaciones tributarias (BPS, DGI) por parte de Paralux SA. Según la información obtenida Mario Areán no habría tenido responsabilidad directa y personal en las eventuales omisiones, en cuanto sus tareas concretas en esa sociedad se referían al área comercial de la misma, exclusivamente, todo ello sin perjuicio de las responsabilidades derivadas de su condición de accionista de Paralux SA.

c) Una tercera cuestión se relaciona con la compatibilidad en general entre el ejercicio de la función pública y el desarrollo de actividades privadas. En el documento elaborado por el Frente Amplio el 19 de Enero de 1990 sobre Lineamientos ético-funcionales para la Acción Política, se establece en el punto 4.4. la dedicación plena como norma general, admitiéndose excepciones concretas entre las cuales está el desempeño de tareas complementarias con la finalidad de atender compromisos laborales o ampliar las fuentes de ingresos.


En el caso las actividades privadas de Mario Areán analizadas no implican contratación con la Intendencia ni tienen vinculación directa con la actividad de ésta. El Tribunal considera que la necesidad de obtener un permiso u habilitación de la IMM para funcionar no puede valorarse como vinculación inhabilitante, puesto que la amplitud de cometidos que abarca la comuna la ubica como una presencia ineludible en la vida de los ciudadanos, que deben recurrir a ella sea para realizar un acto de comercio, ejercer una profesión,  construir una vivienda, o enterrar a un familiar.

52. Fueron consideradas tres denuncias relacionadas con la actividad de Paralux SA, propietaria y operadora del Complejo Bahía:


a) de la señora Adriana Sosa, quien reclama haberes impagos, indemnización por despido y otros rubros laborales. Esta reclamación se ventila en los estrados judiciales.


b) la del empresario Burone, presentada en su momento ante el Dr Tabaré Vázquez, relacionada con el pago de la deuda por construcciones realizadas en el Complejo Bahía. Incluía el reclamo del pago de cheques librados sin provisión de fondos, algunos de ellos firmados por Mario Areán.


c) La del empresario Mario Botasini, socio administrador de Braulio SRL, que fuera entregada personalmente al Dr Germán Lezama el día 11 de marzo, es decir ya vencido el plazo de recepción fijado por el Tribunal. Éste, no obstante, la tuvo en cuenta a los efectos del análisis general del caso. Se refiere a trabajos de electricidad en el Complejo Bahía, impagos como consecuencia de que los cheques recibidos, suscritos en su mayoría por el indagado, resultaron sin provisión de fondos.

53. El libramiento de cheques sin provisión suficiente de fondos no constituye por sí mismo un delito, puesto que la propia ley prevé instancias y mecanismos que extinguen la acción penal, como la transacción, el pago, la espera, etc. El elemento a discernir en este caso es el impacto que una situación como la referida, estrictamente perteneciente al área de actividad privada del funcionario, puede tener en su conducta política.

En el caso, Mario Areán alega:

a) Cuando se contrataron los trabajos de construcción y electricidad luego impagos, los futuros accionistas de Paralux SA constituían una sociedad de hecho. En su carácter de socio y por ser el único que era titular de una cuenta corriente bancaria, libró esos cheques, confiando en que no iban a existir dificultades para cubrirlos con los ingresos previstos por “esponsorización”y los obtenidos de la actividad del Complejo Bahía. 

b) El emprendimiento fracasó y no fue posible cubrir los cheques, algunos de los cuales fueron renovados, en la esperanza de poder obtener los fondos necesarios.

c) Si bien como librador de los cheques aparece personalmente obligado –y por tanto declara la deuda correspondiente como parte de su pasivo personal- se trata en realidad de deudas societarias.

d) La cuestión de los cheques sin fondos y su inclusión como pasivo societario de Paralux SA se ventila judicialmente en el expediente del Concordato instado por dicha empresa, no habiendo sido resuelto hasta el presente.

54. Estos asuntos se hallan a consideración del Poder Judicial a través de los procedimientos que son habituales en este tipo de situaciones. Sin perjuicio de ello, el Tribunal estima necesario subrayar el hecho de que las acciones de un funcionario público en el ámbito privado, no funcional, en particular aquellos funcionarios con responsabilidades políticas o exposición pública, deben desarrollarse con el máximo de prudencia y rigor, en el entendido que los actos, omisiones o infracciones que por su naturaleza o envergadura impliquen inequívocamente infracciones a la ética o a las prácticas comerciales habitualmente consideradas correctas, afectan inevitablemente la actividad política desempeñada, que no constituye un compartimiento estanco ni independiente del conjunto de la personalidad del involucrado.

55. Al mismo tiempo el Tribunal entiende que el fracaso de un emprendimiento comercial –como ocurre en el caso del Complejo Bahía- puede tener innumerables explicaciones y una causación múltiple y concurrente, especialmente en las particulares circunstancias que atraviesa el país. Los malos resultados y las consecuentes secuelas de incumplimientos comerciales no determinan per se la existencia de actos de corrupción o graves infracciones a la ética que pudieran eventualmente contaminar la conducta política o la personalidad integral del indagado. En la etapa actual de los procedimientos judiciales en curso, resulta imposible profundizar más en este tema.

56. La situación patrimonial y la evolución del patrimonio de Mario Areán revelan la inexistencia de la mayoría de los bienes que se mencionan o se sugieren de su propiedad en las notas periodísticas. Toda la información relevada indica que Areán tiene un patrimonio razonablemente ajustado a sus medios de vida, encontrándose al presente fuertemente endeudado en razón de que debe abonar el saldo de precio en dólares del apartamento que constituye la vivienda de su familia, y las consecuencias del fracaso comercial del Complejo Bahía.

57. Varios de los testigos que comparecieron a declarar hicieron referencias y formularon cuestionamientos concretos respecto del “estilo”, la personalidad o el trato del indagado. El Tribunal excluyó expresamente considerar este tema, que parece claramente ajeno a sus cometidos. 

Sin perjuicio de ello el Tribunal estima que debe recomendarse un especial cuidado en esta materia a fin de evitar situaciones confusas que pueden dar lugar a interpretaciones maliciosas o equivocadas. Al respecto, vale transcribir el texto del inciso segundo del artículo 11 del Decreto 30/2003, que dispone, refiriéndose al funcionario público: “También debe evitar cualquier acción en el ejercicio de la función pública que exteriorice la apariencia de violar las Normas de Conducta en la Función Pública”
Capítulo VI: Referencias 

58. Para ilustrar sus deliberaciones, el Tribunal Arbitral tuvo en consideración disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias, así como estudios académicos y documentos relativos a la conducta funcional emanados del Frente Amplio:

a) Constitución de la República, en especial sus artículos 58, 59, 60 inciso 1°, 181, numeral 6°, 309 y 311 inciso 2°

b) Convención Interamericana contra la Corrupción, celebrada en Caracas el 29 de marzo de 1996 y ratificada por la Ley No. 17.008 de 25 de setiembre de 1998

c) Ley 17.060 de 23 de diciembre de 1998, en especial sus artículos 20, 21 y 22.

d) Decreto 30/2003 del 23 de enero de 2003, de inminente entrada en vigor

e) Código Penal uruguayo. En nuestro derecho positivo no existe un delito específico contra la administración pública bajo el nomen juris de “corrupción”. Con esa designación se hace referencia genéricamente a los delitos establecidos en el Código Penal, con las modificaciones introducidas por la ley 17.060 que básicamente se refieren a fraude, peculado,  cohecho simple y calificado, soborno, concusión , tráfico de influencias y omisión contumancial a los deberes del cargo, abuso innominado de funciones,  conjunción del interés público con el interés privado, etc. ubicados en el  Título IV  Capítulos I y II del cuerpo legal bajo el Título Delitos contra la Administración Pública, que abarca del artículo 153 al 164. 
f) Los “Lineamientos ético funcionales para la acción política” (Frente Amplio, fechado 19 de enero de 1990)

g) El Resumen Ejecutivo del Informe Final resultante del Convenio entre la Universidad de la República (Instituto de Ciencia Política) y la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado, bajo el título “Estudio Panorámico sobre el Fenómeno de la Corrupción en el Uruguay”

Capítulo VII: Conclusiones

59. Conforme al artículo 41 del Estatuto de la Vertiente Artiguista, el Tribunal Arbitral debe elevar sus conclusiones o recomendaciones a la Dirección Nacional. Surge de la norma aludida que no corresponde al Tribunal Arbitral la adopción de un fallo decisorio del caso planteado. 

En lo pertinente, dicha norma dispone:

“El Tribunal Arbitral recibirá los planteos, alegaciones y declaraciones de todas las partes, asegurando las mayores garantías para el o los involucrados conforme a las normas del debido proceso, y elevará sus conclusiones o recomendaciones a la Directiva Nacional. /

La Directiva Nacional, por mayoría especial de 2/3 de integrantes, resolverá las medidas disciplinarias que entienda del caso, si correspondieren, o desestimará la denuncia si no encontrare mérito en ella. 

Las medidas disciplinarias podrán alcanzar inclusive a la desvinculación de la Vertiente Artiguista del o los implicados. 

Las resoluciones de la Directiva Nacional en esta materia serán recurribles ante la Asamblea Nacional la que podrá revocar la resolución en cuestión.”
Surge de lo expuesto que la decisión final es competencia exclusiva de la Dirección Nacional, y que la misma es recurrible ante la Asamblea Nacional del sector.

60. Luego de analizar las manifestaciones de las 28 personas que prestaron declaración, de examinar la situación e historia patrimonial del imputado, de recibir sus propias declaraciones y de estudiar los documentos a que el Tribunal tuvo acceso en el curso de la indagatoria, incluidas las actas de las audiencias celebradas en sede penal, 

SE CONCLUYE LO SIGUIENTE:
Primero: No se ha comprobado indicio alguno de hechos delictivos en la conducta del compañero Mario Areán en su desempeño como integrante de la secretaría particular del Intendente Municipal de Montevideo, en especial en relación a los hechos a que se hizo alusión en las denuncias estudiadas.

Segundo: No se han detectado ni probado faltas significativas o relevantes desde el punto de vista de su actuación funcional, ni verificado la existencia de hechos de corrupción en el ejercicio de su cargo

Tercero: Tampoco se registran ni se han probado efectivamente hechos o actos violatorios de los principios éticos definidos por la Vertiente Artiguista ni por el Frente Amplio, desde sus documentos fundacionales en adelante. 

Cuarto: No se ha obtenido ninguna prueba o indicio que permita corroborar las denuncias periodísticas conocidas o albergar sospechas sobre la veracidad de los hechos denunciados. Por el contrario, varias de ellas fueron expresamente desmentidas o desarticuladas por distintos declarantes directamente involucrados en los hechos, y las resoluciones de la IMM cuentan con el debido fundamento y se aprecian como lógicas y racionales, juzgadas de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Quinto: No habiendo registrado hechos delictivos, faltas funcionales ni acciones contrarias a la ética en su actuación funcional, el Tribunal concluye en que no corresponde emitir un juicio negativo respecto de la conducta política del compañero Mario Areán, aún considerando la más amplia acepción de la antedicha expresión.

Sexto: El Tribunal no formulará recomendaciones en relación a la permanencia en el cargo, no aceptación de la renuncia e instrucción de un sumario a nivel municipal al indagado, por entender que tales decisiones son de resorte exclusivo del señor Intendente Municipal de Montevideo.

Séptimo: El Tribunal tampoco formulará recomendaciones respecto de la conveniencia política de la permanencia o cese del compañero Mario Areán en el ejercicio de sus actuales funciones, por entender que las mismas y están fuera del objeto de la labor que le fuera encomendada.

Octavo: El Tribunal descarta expresamente el emitir juicio de valor acerca de las actividades privadas y el estilo, personalidad y trato del indagado. Sin perjuicio de lo cual recomienda con carácter general la elaboración y profundización de criterios para el desempeño de la función pública con especial énfasis en los siguientes elementos:

a) los funcionarios que desempeñen actividades privadas evitarán, en cuanto fuere posible, realizar aquéllas que impliquen algún tipo de relacionamiento con las oficinas o reparticiones en las que se desempeñan;

b) tendrán particular cuidado en el adecuado cumplimiento de las disposiciones vigentes en todas las materias y tópicos relacionados con su actividad, en especial en cuanto éstas involucren su responsabilidad o gestión personal;

c) procurarán evitar las acciones, gestos y comentarios de contenido confuso, susceptibles de inducir a terceros a error en la interpretación del sentido real de su conducta, alentando la sospecha de la existencia de actos de corrupción, provocando suspicacia o generando la idea de que se ha incurrido en infracción a las normas vigentes

APROBADO POR UNANIMIDAD

Firmado: 

Daoiz Uriarte, 

Felipe Goiriena, 

Héctor Díaz, 

Germán Lezama, 




Carlos Abin  

PÁGINA  
1

